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La pandemia del tabaquismo es un problema de 
salud mundial que afecta aproximadamente a 1.300 
millones de personas, según la Organización Mundial 
de la Salud (OMS). Es una pandemia inducida por 
nosotros, los humanos, que ha generado devastado-
ras consecuencias sanitarias, sociales, económicas y 
ambientales, y que ha obstaculizado el desarrollo sos-
tenible. 

El tabaquismo se define como una enfermedad 
crónica, adictiva y recidivante, que genera enfermeda-
des crónicas, algunas de ellas consideradas como pri-
meras causas de mortalidad. El tabaco es un producto 
psicoactivo, adictivo y conflictivo, que provoca una 
violencia estructural, directa y cultural. Es causa de 
muerte prematura de unos 8 millones de personas al 
año, 60.000 de ellas españolas, y la mayoría, en países 
de medianos y bajos ingresos. El 11,5% de la mortali-
dad global es atribuible a sus efectos1.

La prevalencia del tabaquismo entre personas 
bajo custodia penitenciaria oscila en torno al 70%, 
mientras que en el personal penitenciario dobla la 
observada en la población general, con el efecto agra-
vado en todos de ser fumadores pasivos. Son más de 
14,5 millones de fumadores internos en las prisiones, 
cada año, a nivel mundial2.

En las prisiones españolas, hay actualmente unos 
46.000 presos, de los que 3.500 son mujeres, con una 
edad media entre 40 y 41 años, y el 75% de ellos, espa-
ñoles. La prevalencia de tabaquismo en su interior es 
de 74,4% en hombres y 67,4% en mujeres, algo menos 
del doble que la población general española. El tabaco 
es, de largo, la droga legal o ilegal más consumida por 
la población privada de libertad3.

A pesar de que los centros penitenciarios son 
espacios punitivos, no hay que olvidar que su princi-
pal objetivo es la reeducación y la reinserción social. 

Además, cumplen una importante función de salud 
pública mediante labores de restauración, prevención 
y promoción de la salud, y de implantar entre las per-
sonas privadas de libertad hábitos saludables y redu-
cir los de riesgo. Es sabido que “salud penitenciaria es 
salud pública”4. 

Dejar de fumar no es fácil, aunque no es impo-
sible. Es una decisión del fumador, en ejercicio de 
su autonomía personal, que suele requerir de ayuda 
externa. Las personas privadas de libertad intentan 
dejar de fumar, igual que los fumadores no institu-
cionalizados, y aunque lo tienen más difícil que en 
la población general, las intervenciones de ayuda al 
fumador preso han logrado apreciables tasas de éxito5. 

En otro orden, la abolición del uso del tabaco en 
las prisiones está demostrado que mejora la calidad 
del aire, al reducir de forma muy notable “el humo 
de segunda mano” (secondhand smoke)6, lo que mini-
miza el efecto del fumador pasivo, beneficiando a 
los presos y al personal que los cuida y atiende. Así 
mismo, la implementación de políticas de prisiones 
libres de humo aumenta la dispensación de terapias de 
remplazo con nicotina, lo que sugiere un fomento de 
la abstinencia y del abandono del hábito de dejar de 
fumar, y disminuye la tasa de prescripción de medica-
mentos contra enfermedades relacionadas con el taba-
quismo, como las respiratorias y cardiovasculares7, 
lo que sugiere una mejora en la salud global de estas 
personas.

El beneficio más evidente de unas prisiones sin 
humos, en el campo de los derechos individuales de 
los presos y de las personas que los atienden, es el de 
la protección de la salud. Es un derecho de estos gru-
pos y una obligación de las administraciones públicas 
implementar políticas y medidas que hagan este dere-
cho efectivo. Pero no es el único. 
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La lucha contra el tabaco dentro de las prisiones 
conecta con algunos otros derechos individuales y 
fundamentales. Obviamente, el derecho a la vida es el 
primero de ellos; mejorando la salud de las personas 
encarceladas se mejora su expectativa de vida. Otros 
derechos conectados con esta lucha son el derecho a 
la integridad física y la igualdad entre las personas. El 
tabaco ha sido y es utilizado como moneda de cambio 
dentro de las cárceles, y su posesión puede generar 
violencia, como se apuntaba al inicio, y desigualdad 
entre los presos. Tan evidente es la conexión que el 
propio Tribunal Europeo de los Derechos Humanos 
(TEDH) ha tomado cartas en el asunto desde hace ya 
años, sobre todo en la línea de proteger a los fumado-
res pasivos (casos “Stoine Hristov vs. Bulgaria” de 16 
de enero de 2009 y “Elefteriaidis vs. Rumanía” de 25 
de enero de 2011).

Las administraciones públicas están obligadas a 
fomentar, amparar y proteger el uso de los derechos 
individuales de las personas. De ello, y de todo lo 
anterior, se deduce que están obligadas a implementar 
medidas, y vigilar y exigir su cumplimiento, tendentes 
a reducir e incluso suprimir el uso del tabaco en los 
centros penitenciarios.
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